
CC. DIPUTADOS SECRETARIOS DE LA LXII LEGISLATURA 

DEL HONORABLE CONGRESO 

DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ, 

PRESENTES. 

 

A las comisiones de, Seguridad Pública, Prevención y Reinserción Social; Hacienda del 

Estado; y Trabajo y Previsión Social, les fue turnada en Sesión Ordinaria celebrada el 

cuatro de octubre de dos mil dieciocho, iniciativa que promueve reformar el artículo 

51 en su párrafo segundo de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de 

San Luis Potosí; presentada por el Diputado Edgardo Hernández Contreras. 

 

A las comisiones de, Seguridad Pública, Prevención y reinserción Social; Hacienda del 

Estado; y Trabajo y Previsión Social, les fue turnada en Sesión Ordinaria celebrada el 

cuatro de octubre del año dos mil dieciocho, aclara alcances de iniciativa que  

presentó para modificar el artículo 51, de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del 

Estado de San Luis Potosí; presentada por el Diputado Edgardo Hernández Contreras. 

 

A las comisiones de, Hacienda del Estado; Seguridad Pública, Prevención y 

Reinserción Social, y Trabajo y Previsión Social, les fue turnada en Sesión Ordinaria 

celebrada el seis de diciembre del año dos mil dieciocho, consideraciones para 

solicitar modificar sólo en cuanto al orden de las comisiones, de iniciativa que 

promueve reformar el artículo 51 en su párrafo segundo, de la Ley del Sistema de 

Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí; presentada en Sesión Ordinaria el 

cuatro de octubre de dos mil dieciocho; presentada por la Comisión de Seguridad 

Pública, Prevención y Reinserción Social 

 

En tal virtud, al entrar a su estudio y análisis, los diputados integrantes de estas 

comisiones llegaron a los siguientes 

 

C O N S I D E R A N D O S 

 

PRIMERO. Que con fundamento en lo estipulado en los artículos, 110, 115, y 116 de la 

Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado, a las comisiones que se turnó los asuntos 

descritos en el preámbulo tienen la facultad de conocer de los mismos. 

 

SEGUNDO. Que las iniciativas cumplen con los requisitos estipulados en los artículos, 61 

de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí; 130 y 131 de 

la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado; 61 y 62 del Reglamento para el 

Gobierno Interior del Congreso del Estado, por lo que es procedente su análisis y 

dictamen. 

TERCERO. Que a fin de conocer los asuntos se cita enseguida su contenido y 

exposición de motivos: 



“Exposición de Motivos1 

 

En cuanto al tema de seguridad, el Plan Estatal de Desarrollo del Gobierno del Estado, establece: “Las instituciones 

de seguridad pública están obligadas a recuperar la  confianza de la ciudadanía, y a construir con la sociedad 

una cultura de la prevención del delito, de la denuncia y del respeto a los derechos humanos. Igualmente, para 

reconstruir la confianza en las instituciones es necesario abatir la corrupción en las  corporaciones policiales, así 

como los niveles de impunidad que agravian a la sociedad. Para reducir la incidencia delictiva y mejorar la 

percepción social de paz y  tranquilidad se necesita la profesionalización y el crecimiento de las corporaciones 

de seguridad pública; contar con policías confiables, eficientes y comprometidos con la legalidad y los derechos 

humanos; fortalecer la infraestructura, equipamiento y capacidades operativas, así como reforzar el marco 

normativo que permita consolidar  instituciones capaces de cumplir y hacer respetar las leyes.” 

 

Es de gran importancia, que existan leyes más justas para quienes nos brindan seguridad y apoyan en resolver la 

crisis de inseguridad que vivimos en la Entidad, al momento de presentar ésta iniciativa, el Secretariado Ejecutivo 

del Sistema Nacional de Seguridad Pública, dependiente de la Secretaría de Gobernación del Gobierno Federal, 

en su instrumento de registro, clasificación y reporte de delitos y victimas de nuestro Estado, tiene en sus cifras, al 

31 de Julio del presente año, 20 999 delitos, que incluyen 553 homicidios, 7 433 robos, 265 casos de narcomenudeo 

y 289 delitos contra la libertad personal. Dichos números representan solamente los delitos denunciados, que nos 

coloca como una entidad en alto riesgo. 

 

Caso especial, representa nuestra ciudad y su zona conurbada, la encuesta nacional seguridad pública urbana, 

que realiza el Instituto Nacional de Estadística y Geografía (INEGI) en forma trimestral en 68 ciudades del país, ha 

reportado en su última edición que el 86.6 por ciento de los capitalinos mayores de 18 años se sienten inseguros, 

y solo el 25.2 por ciento considera que el gobierno es efectivo para darnos seguridad, casi 9 de cada 10 personas 

tienen miedo al entrar a un cajero automático, 8 de cada 10 perciben temor al tomar el transporte público, 44.7 

por ciento de los encuestados han escuchado disparos de arma de fuego, casi 7 presenció o tuvo conocimiento 

de robos y asaltos cerca de sus viviendas, y 12 de cada 100 han sido asaltados en la calle o transporte público, 

por lo que el tema representa una difícil tarea que debe ser abordada de manera especial. 

 

Difícil es afrontar el tema de seguridad, sin voltear a ver, las condiciones laborales y salariales de nuestros policías, 

ya que, las percepciones que reciben, el personal policial operativo y de custodia a cargo de la Secretaria de 

Seguridad Pública del Estado, no están al grado de importancia, peligrosidad de sus funciones y carga laboral a 

la que están sujetos, y en su caso, su diferencia con otras categorías que prestan servicios administrativos, resulta 

ser mínima. 

 

Aun cuando, la vocación de servicio sea, el motor que guía a elementos de seguridad pública, también es dable 

reconocer su servicio y valentía, a través de mejores ingresos económicos, que sin duda, los partan de las 

tentaciones de la corrupción.” 

 
LEY DEL SISTEMA DE SEGURIDAD PÚBLICA DEL ESTADO 

DE SAN LUIS POTOSÍ 

 

PROPUESTA 

ARTICULO 51. Los integrantes de las instituciones de 

seguridad pública en el Estado y los ayuntamientos, 

por la naturaleza de su función, y atendiendo a lo 

establecido en lo conducente por los artículos, 123 

Apartado B fracción XIII de la Constitución Política de 

los Estados Unidos Mexicanos; y 89 de la Constitución 

Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí, 

tendrán el carácter de agentes depositarios de 

autoridad. Por tanto, su relación con la administración 

pública será de carácter administrativo, y se regirá por 

lo establecido en esta Ley y demás ordenamientos 

aplicables. 

 

Las instituciones de seguridad pública deberán 

garantizar para su personal, al menos las prestaciones 

previstas para los trabajadores al servicio del Estado y 

municipios; generarán, de acuerdo a sus necesidades 

y con cargo a sus presupuestos, una normatividad de 

régimen complementario de seguridad social y 

reconocimientos, de acuerdo a lo previsto en el 

artículo 123 apartado B fracción XIII párrafo segundo, 

de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos. 

Artículo 51.    . . .  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Las instituciones de seguridad pública, deberán  

garantizar para su personal, al menos las prestaciones 

previstas para los trabajadores al servicio del Estado y 

municipios; anualmente se considerará un incremento 

del 40% en el tabulador de sus percepciones, de 

manera proporcional al grado de importancia, 

exposición al peligro y carga laboral, en relación al 

demás personal, que generarán, de acuerdo a sus 

necesidades y con cargo a sus presupuestos, una 

normatividad de régimen complementario de 

                                                           
1 Iniciativa, que impulsa reformar los artículos, 8º, y 60 en su párrafo tercero, de la Ley Orgánica de la Fiscalía General del estado de San Luis Potosí; 

presentada por el diputado Edgardo Hernández Contreras. 



seguridad social y reconocimientos, de acuerdo a lo 

previsto en al artículo 123 apartado B fracción XIII 

párrafo segundo, de la Constitución Política de los 

Estado Unidos Mexicanos. 

 

 

 

 

 

 

Alcance de Iniciativa2 

 

 

                                                           
2
Oficio s/n, diputado Edgardo Hernández Contreras, aclara alcances de Iniciativa que presentó para modificar el artículo 51, de la Ley del Sistema 

de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí 



 

CUARTO. Que con fecha 30 de noviembre de 2018, la Diputada Beatriz Eugenia 

Benavente Rodríguez, Presidenta de la Comisión de Seguridad Pública, Prevención y 

Reinserción Social, recibió oficio número SGG/SEI/130/2018 donde el Subsecretario de 

Enlace Institucional  remite opinión  del Director Jurídico de la Secretaría de Seguridad 

Pública del Estado, Licenciado Carlos Morales Rojas con número de oficio 

SSP/DJ/1430/2018 respecto de la iniciativa descrita en el preámbulo del presente 

dictamen el que a la letra señala: 



 

 



 



 



 



 



 



 



 



 



 

QUINTO. Que con fecha 06 de diciembre de 2018, la Diputada Beatriz Eugenia 

Benavente Rodríguez Presidenta de la Comisión de Seguridad Pública, Prevención y 

Reinserción Social, recibió oficio número 16/2018 de fecha 04 de diciembre del mismo 

año, donde el Diputado Edgardo Hernández Contreras integrante de esta LXII 

Legislatura,  remite a su vez  oficio SSP/OS/DA/3745/2018, signado por el Comisario 

Jaime Ernesto Pineda Arteaga presupuesto para ejercerse en el año 2018, en el 



capítulo 1000, denominado “servicios personales”, el presupuesto asignado a esa 

Secretaría para salarios y prestaciones laborales : 

 

 

 



 

 

SEXTO. Que al realizar el análisis de la propuesta en merito las dictaminadoras llegaron 

a los siguientes razonamientos: 

 

 Que la propuesta busca establecer en la Ley del Sistema de Seguridad Pública del 

Estado que se considerará un incremento del 40% en el tabulador de las 

percepciones del personal, de manera proporcional al grado de importancia, 

exposición al peligro y carga laboral, en relación al demás personal. 

 

 Sin embargo es pertinente realizar algunas precisiones al texto original propuesto 

a fin de no transgredir disposiciones presupuestales ya establecidas en nuestro 

marco normativo Estatal y Federal; ejemplo de ellos es la Ley de Disciplina 

Financiera que en su artículo 10 mandata lo siguiente: “En materia de servicios 

personales, las entidades federativas observarán lo siguiente:  

 

I. La asignación global de recursos para servicios personales que se apruebe en el 

Presupuesto de Egresos, tendrá como límite, el producto que resulte de aplicar al 

monto aprobado en el Presupuesto de Egresos del ejercicio inmediato anterior, 

una tasa de crecimiento equivalente al valor que resulte menor entre:  

 

a) El 3 por ciento de crecimiento real, y  

 



b) El crecimiento real del Producto Interno Bruto señalado en los Criterios 

Generales de Política Económica para el ejercicio que se está presupuestando. En 

caso de que el Producto Interno Bruto presente una variación real negativa para 

el ejercicio que se está presupuestando, se deberá considerar un crecimiento real 

igual a cero.  

 

Se exceptúa del cumplimiento de la presente fracción, el monto erogado por 

sentencias laborales definitivas emitidas por la autoridad competente.  

 

Los gastos en servicios personales que sean estrictamente indispensables para la 

implementación de nuevas leyes federales o reformas a las mismas, podrán 

autorizarse sin sujetarse al límite establecido en la presente fracción, hasta por el 

monto que específicamente se requiera para dar cumplimiento a la ley 

respectiva.  

 

II. …” 

 

En la Ley de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria en su artículo 58 mandata 

lo siguiente:  

 

“ARTÍCULO 58. El gasto en servicios personales aprobado en el Presupuesto de 

Egresos, comprende la totalidad de recursos para cubrir:  

 

I. Las remuneraciones que constitucional y legalmente correspondan a los 

servidores públicos de los ejecutores del gasto, por concepto de percepciones 

ordinarias y extraordinarias;  

 

II. Las aportaciones de seguridad social;  

 

III. Las primas de los seguros que se contraten a favor de los servidores públicos y 

demás asignaciones autorizadas en los términos de las normas aplicables, y  

 

IV. Las obligaciones fiscales que generen los pagos a que se refieren las fracciones 

anteriores, conforme a las disposiciones generales aplicables.” 
 

 También es pertinente decir que al establecer el porcentaje en la Ley en cuestión 

se estaría violando el principio de destino de gasto público, al señalar un destino 

en específico, ya que el principio de justicia fiscal de que los tributos que se 

paguen se destinarán a cubrir el gasto público conlleva que el Estado al 

recaudarlos los aplique para cubrir las necesidades colectivas, sociales o públicas 

a través de gastos específicos o generales. 

 

Y dicho principio ya se ha interpretado por la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación a través del siguiente criterio: 
 



“GASTO PÚBLICO. EL PRINCIPIO DE JUSTICIA FISCAL RELATIVO GARANTIZA QUE LA 

RECAUDACIÓN NO SE DESTINE A SATISFACER NECESIDADES PRIVADAS O 

INDIVIDUALES.” 

 Sin embargo, para estas dictaminadoras es impórtate que en la Ley del Sistema 

de Seguridad Pública de la Entidad con base en la opinión emitida por la Dirección 

Jurídica de la Secretaria de Seguridad Pública; se establezca que anualmente se 

considere un aumento en la remuneraciones en la percepciones y prestaciones 

de los integrantes de los cuerpos de seguridad pública estatales y municipales, 

que realicen funciones operativas o actividades técnicas de apoyo operativo, 

que acrediten haber participado en el año inmediato anterior en cursos de 

formación inicial, continua, evaluaciones de desempeño en el servicio, de 

habilidades, destrezas y conocimientos de la función policial; en el caso de los 

municipios además de lo anterior deberán acreditar haber adoptado la 

estructuración de la jerarquización terciaria establecida en los artículos, 68,69 y 70 

de esta Ley; y deberán contar todos con el certificado único policial vigente para 

ser candidatos a dichos incrementos; al respecto, las modificaciones a los 

presupuestos de egresos que resuelvan aumentos salariales deberán ser fundados 

y motivados, sin que en ningún caso puedan ser disminuidos, pero si podrán 

permanecer sin variaciones las anualidades que sean necesarias, a fin de ajustarse 

a los principios establecidos en el presente artículo. 

 

 Es importante establecer que dichos incrementos deben ajustarse a lo que 

mandatan las normas presupuestales en materia de servicios personales. 

 

 Con esta adición de un párrafo tercero al artículo 51 de la cita Ley, se fijan las 

reglas claras para regular los incrementos de los elementos de Seguridad Pública, 

estatal y municipal. 

 

Por lo expuesto, con fundamento en los artículos, 92 párrafo segundo, y 94 de la Ley 

Orgánica del Poder Legislativo; 85 y 86 fracciones I y III, del Reglamento para el 

Gobierno Interior del Congreso del Estado, se presenta a esta Asamblea Legislativa, el 

siguiente 

DICTAMEN 

ÚNICO. Es de aprobarse y, se aprueba, con modificaciones de las dictaminadoras, la 

iniciativa descrita en el preámbulo. 

EXPOSICIÓN  

DE  

MOTIVOS 

 



En cuanto al tema de seguridad, el Plan Estatal de Desarrollo del Gobierno del Estado, 

establece: “Las instituciones de seguridad pública están obligadas a recuperar la  

confianza de la ciudadanía, y a construir con la sociedad una cultura de la 

prevención del delito, de la denuncia y del respeto a los derechos humanos. 

Igualmente, para reconstruir la confianza en las instituciones es necesario abatir la 

corrupción en las  corporaciones policiales, así como los niveles de impunidad que 

agravian a la sociedad. Para reducir la incidencia delictiva y mejorar la percepción 

social de paz y  tranquilidad se necesita la profesionalización y el crecimiento de las 

corporaciones de seguridad pública; contar con policías confiables, eficientes y 

comprometidos con la legalidad y los derechos humanos; fortalecer la infraestructura, 

equipamiento y capacidades operativas, así como reforzar el marco normativo que 

permita consolidar  instituciones capaces de cumplir y hacer respetar las leyes.” 

 

Es de gran importancia, que existan leyes más justas para quienes nos brindan 

seguridad y apoyan en resolver la crisis de inseguridad que vivimos en la Entidad, el 

Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad Pública, dependiente de la 

Secretaría de Gobernación del Gobierno Federal, en su instrumento de registro, 

clasificación y reporte de delitos y victimas de nuestro Estado, tiene en sus cifras, al 31 

de Julio del presente año, 20 999 delitos, que incluyen 553 homicidios, 7 433 robos, 265 

casos de narcomenudeo y 289 delitos contra la libertad personal. Dichos números 

representan solamente los delitos denunciados, que nos coloca como una entidad en 

alto riesgo. 

Es importante para esta Soberanía que el personal policial operativo y de custodia a 

cargo de la Secretaria de Seguridad Pública del Estado cuenten con las 

remuneraciones idóneas por el desempeño de sus funciones. 

 

PROYECTO 

 DE 

 DECRETO 

 

ÚNICO.  Se ADICIONA un último párrafo artículo 51 de la Ley del Sistema de Seguridad 

Pública del Estado de San Luis Potosí, para quedar como sigue 

 

ARTÍCULO 51.  . . . 

 

… 

 

Anualmente se considerará aumento en la remuneraciones en la percepciones y 

prestaciones de los integrantes de los cuerpos de seguridad pública estatales y 

municipales, que realicen funciones operativas o actividades técnicas de apoyo 

operativo, que acrediten haber participado en el año inmediato anterior en cursos de 



formación inicial, continua, evaluaciones de desempeño en el servicio, de 

habilidades, destrezas y conocimientos de la función policial; en el caso de los 

municipios además de lo anterior deberán acreditar haber adoptado la 

estructuración de la jerarquización terciaria establecida en los artículos, 68, 69 y 70 de 

esta Ley; y deberán contar todos con el certificado único policial vigente para ser 

candidatos a dichos incrementos; al respecto, las modificaciones a los presupuestos 

de egresos que resuelvan aumentos salariales deberán ser fundados y motivados, sin 

que en ningún caso puedan ser disminuidos, pero si podrán permanecer sin 

variaciones las anualidades que sean necesarias, a fin de ajustarse a los principios 

establecidos en el presente artículo; dichos incrementos de las remuneraciones 

deberán ajustarse a los que establecen las normas presupuestales en materia de 

servicios personales. 

 

TRANSITORIOS 

 

PRIMERO. Este Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el 

Periódico Oficial del Gobierno del Estado “Plan de San Luis”. 

 

SEGUNDO. Se derogan todas las disposiciones legales que se opongan al presente 

Decreto. 

 

D A D O   POR LA COMISIÓN DE HACIENDA DEL ESTADO EN LA SALA                 “PREVIAS”, 

DEL HONORABLE CONGRESO DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ, A LOS VEINTIOCHO DÍAS 

DEL MES DE FEBRERO DEL AÑO DOS MIL DIECINUEVE. 

 

D A D O   POR LA COMISIÓN DE SEGURIDAD PÚBLICA, PREVENCIÓN Y REINSERCIÓN 

SOCIAL EN LA SALA “DE LA JUNTA DE COORDINACIÓN POLÍTICA”, DEL HONORABLE 

CONGRESO DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ, A LOS VEINTINUEVE DÍAS DEL MES DE 

MARZO DEL AÑO DOS MIL DIECINUEVE. 

 

D A D O   POR LA COMISIÓN DE TRABAJO Y PREVISIÓN SOCIAL EN LA SALA                 “DE 

LA JUNTA DE COORDINACIÓN POLÍTICA”, DEL HONORABLE CONGRESO DEL ESTADO DE 

SAN LUIS POTOSÍ, A LOS SEIS DÍAS DEL MES DE MAYO DEL AÑO DOS MIL DIECINUEVE. 

 
  



 
Dictamen que resuelve  procedente los turnos 193, 251 y 725. 

  



 
 

Dictamen que resuelve  procedente los turnos 193, 251 y 725. 
 
 
  



 
 
 
 
 

Dictamen que resuelve  procedente los turnos 193, 251 y 725. 
 


